
 
CONTROL FISCAL “ANTI - CORRUPCIÓN” 

INTRODUCCIÓN:  

El fin último del presente documento, es dar a conocer a los funcionarios y en especial a los Supervisores de Convenios, Contratos, Contratos 
Interadministrativos, Mínimas Cuantías, etc. de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, las implicaciones Fiscales al establecer 
que exista una responsabilidad derivada por acción o por omisión y en forma dolosa o culposa, un daño al patrimonio del Estado, por parte de los 
servidores públicos y las debidas sanciones pecuniarias por parte de la Contraloría General de la Republica y en lo que concierne  a la responsabilidad 
penal y las consecuencias que trae consigo. 

En los términos de la Ley 80 de 1993 y el Estatuto Anticorrupción, las Entidades Estatales, los servidores públicos, contratistas e interventores que 
intervienen en la celebración, ejecución y liquidación del contrato estatal son responsables por sus actuaciones y omisiones y en consecuencia responden 
civil, fiscal, penal y disciplinariamente por las faltas que cometan en el ejercicio de sus funciones. 

1. Funciones de la Contraloría General de la República: 

Para comenzar, y en cumplimiento del artículo 119 de la Constitución Nacional, la Contraloría General de la República ejerce, en representación de la 
comunidad, la vigilancia de la gestión fiscal y de los particulares o entidades que manejan fondos o bienes de la Nación a su vez, tiene a su cargo 
establecer la responsabilidad fiscal de los servidores públicos y de los particulares que causen, por acción o por omisión y en forma dolosa o culposa, un 
daño al patrimonio del Estado, a su vez Impone las sanciones pecuniarias que correspondan y las demás acciones derivadas del ejercicio de la vigilancia 
fiscal1. 

No obstante lo anterior, el organismo fiscalizador promueve la transparencia en el uso de los recursos públicos, mediante un proceso estratégico y 
focalizado en aquellas entidades y/o áreas de alto riesgo previamente identificadas. 

1.1 Control Fiscal:  

En cuanto a los sujetos sobre los cuales se ejerce la vigilancia fiscal,  la Corte Constitucional en Sentencia C – 1176 de 2004,  dispone que  independiente 
de la naturaleza pública o privada, o de sus funciones, o de su régimen ordinario o especial, los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de 
la Nación, quedan sujetos al control fiscal que ejerce la Contraloría General de la República, por supuesto circunscrito a la gestión fiscal realizada. Por lo 
que es claro, que el artículo 267 de la Constitución, al disponer que la Contraloría General de la República vigila la gestión fiscal de la administración y de 
los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la nación, sin excepción alguna, consagra una cláusula general de competencia para ésta 
entidad, a la cual se le encomendó, de manera exclusiva y excluyente, la función pública de control fiscal2.  

De igual manera, el anterior artículo dispone a su vez, que el Control Fiscal busca darle un alcance al proceso financiero de las entidades Contraladas,“(…) 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, 
la equidad y la valoración de los costos ambientales. En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial (…)”3. La Carta Magna indica posteriormente, al respecto de  las funciones del Contralor General de la Republica, 
el de promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan 
causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la 
suspensión inmediata de funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios. 

2. Implicaciones de posibles irregularidades al interior de una Entidad Pública: Responsabilidad Fiscal 

La Contraloría General de la República tiene dentro de los distintos controles, el Control Micro, el cual se refiere a la vigilancia de la gestión fiscal de cada 
una de las entidades que conforman la estructura administrativa del Estado y de las personas privadas que manejen dineros o bienes del Estado, mediante 
el cual dispone una auditoría como un conjunto de actividades sucesivas que evalúa la gestión que realiza una organización, mediante la aplicación de 
herramientas de la Auditoría de Estados Contables, la Auditoría de Cumplimiento o de Legalidad y la Auditoría de Gestión y Resultados; con el fin de 
determinar, con conocimiento y certeza, el manejo y uso de los recursos públicos, la correspondencia entre las estrategias, operaciones y propósitos de 
los sujetos vigilados y sus relaciones con el entorno. 

Mediante la responsabilidad fiscal el cual se define como un conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por  la Contraloría, con el fin de 
determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en ejercicio de la gestión fiscal, o con ocasión de ésta, 
causen por acción u omisión, y en forma dolosa o gravemente culposa, un daño al patrimonio del Estado. 

Los procesos de responsabilidad fiscal buscan resarcir al Estado el detrimento al patrimonio público provocado por la acción u omisión de los funcionarios 
y particulares que administren, manejen, custodien, enajenen, inviertan, etc., los fondos o bienes del Estado en ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión 
a esta; por tal motivo la Constitución Política, impone que  los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las 
Leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones", y en su artículo 124 estipuló 
respecto de la responsabilidad de los servidores públicos, que la ley determine la manera de hacer efectiva dicha responsabilidad.  

En consecuencia se proferirá fallo de responsabilidad fiscal cuando en el proceso obre prueba que conduzca a la certeza sobre: 

1. La existencia del daño al patrimonio público y de su cuantificación (actualizada según el IPC).  
2. La individualización y actuación, cuando menos con culpa grave, del gestor fiscal.  
3. La relación de causalidad entre el comportamiento del agente y el daño ocasionado al erario, y como consecuencia, deberá establecerse la obligación 
de pagar una suma líquida de dinero a cargo del responsable fiscal. 
 
Existe una Contraloría delegada el cual  prepara y publica trimestralmente el Boletín de Responsables Fiscales, que contiene un listado con los nombres 
de las personas naturales o jurídicas, con su respectiva identificación -cédula de ciudadanía o NIT- que han sido halladas responsables fiscales por la 
Contraloría General de la República y las Contralorías Departamentales, Municipales y Distritales. 
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Sin embargo, Se entiende por daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, 
pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, producida por una gestión antieconómica e ineficaz que en términos generales no se 
aplique al cumplimiento de los fines del Estado. La CGR, goza de una Jurisdicción Coactiva la cual se encarga de deudas fiscales, producto de fallos con 
responsabilidad fiscal ejecutoriados, resoluciones por multas impuestas por las contralorías, las pólizas de seguros y demás garantías a favor de las 
entidades públicas que se integren a fallos con responsabilidad fiscal.  
 

3. Responsabilidad de los Supervisores: 

En aras de mitigar la corrupción frente a los contratos celebrados por las entidades públicas, existen otros tipos de responsabilidades tales como: 
 

A. Responsabilidad civil 
B. C. Responsabilidad penal 
C. D. Responsabilidad disciplinaria 

 
Frente a las prohibiciones para los supervisores e interventores, cabe destacar que a los supervisores e interventores les está prohibido: 

 a) Adoptar decisiones, celebrar acuerdos o suscribir documentos que tengan por finalidad o como efecto la modificación del contrato sin el lleno de los 
requisitos legales pertinentes.  

b) Solicitar y/o recibir, directa o indirectamente, para sí o para un tercero, dádivas, favores o cualquier otra clase de beneficios o prebendas de la entidad 
contratante o del contratista; o gestionar indebidamente a título personal asuntos relativos con el contrato.  

c) Omitir, denegar o retardar el despacho de los asuntos a su cargo.  

d) Entrabar las actuaciones de las autoridades o el ejercicio de los derechos de los particulares en relación con el contrato.  

e) Permitir indebidamente el acceso de terceros a la información del contrato.  

f) Exigir al contratista renuncias a cambio de modificaciones o adiciones al contrato.  

g) Exonerar al contratista de cualquiera de sus obligaciones contractuales. 

 h) Actuar como supervisor o interventor en los casos previstos por las normas que regulan las inhabilidades e incompatibilidades4. 

 

Proyectó: A. Natalia Polania Ospina 
Abogada Grupo e Gestión Contractual 
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